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Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio mientras la justicia decide.

No obstante, el carácter residual de éste mecanismo de protección especial, de siempre ha reconocido la Corte Constitucional la situación de extrema vulnerabilidad y desprotección que afrontan las personas que han sufrido desplazamiento forzado como consecuencia del conflicto armado, razón por la cual ha reconocido en ellas la condición de sujetos de especial protección y en virtud de ello ha considerado procedente la acción de tutela para amparar los derechos de éste golpeado sector de la población. (…)
“… al estudiar la procedencia de la acción de amparo en los casos de personas víctimas del conflicto armado, este Tribunal ha señalado que uno de los elementos a tener en cuenta es el estudio de priorización que la propia UARIV realizó para determinar el momento de pagar la indemnización administrativa. Precisamente, en la Sentencia T-028 de 2018, la Corte señaló que:

“(…) la respuesta a las preguntas ‘cuándo y cuánto’ ha de pagarse la indemnización, depende del ‘resultado de la medición del goce de la garantía a la subsistencia mínima’ y de un proceso de ‘identificación de carencias’. Ya que, como se enfatizará párrafos abajo, la asignación que la propia entidad hizo de un monto y de una fecha de pago a la peticionaria fue, como apuntó la demandada, el resultado de un estudio de priorización en donde estas variables ya fueron tenidas en cuenta, puede concluirse que el no disfrute de la reparación monetaria conlleva, por consiguiente, un riesgo latente para la subsistencia mínima de la [accionante] y de su familia, y fue precisamente por ello que la Unidad decidió esa fecha de pago”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, trece de diciembre dos mil dieciocho
Acta N° 0         13 de diciembre de 2018
Procede la Sala Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por la señora María Auxilia Maturana Hinestroza contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el día 1º de noviembre, dentro de la acción de tutela que le promueve a la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACION INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa la señora María Auxilia Maturana Hinestroza que en el año 2001, junto con su grupo familiar conformado por cuatro personas,  fue desplazada de Santa Cecilia –Risaralda-, radicándose desde entonces en la ciudad de Pereira; que no cuenta con los medios para procurar lo necesario a su grupo familiar, por lo que fue otorgada ayuda humanitaria, beneficio que posteriormente fue suspendido; que para acceder a la indemnización como víctima del conflicto debe someterse al proceso de caracterización, el cual no le resulta favorable, pues la priorización la obtienen los hogares integrados por adultos mayores de 70 años y personas con discapacidad superior al 40%, criterios que si bien no cumple, ya que cuenta con 59 años de edad, por este solo hecho no tiene acceso al campo laboral, lo que le impide la generación ingresos para autosostenerse.
Es por todo lo anterior que solicita la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la vida digna y al debido proceso y como consecuencia se ordene a la entidad accionada dé cumplimiento a lo dispuesto en la Ley 1448 de 2011.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual luego de admitirla corrió traslado por dos (2) días a la accionada a efectos de que ejerciera su derecho de defensa y citó a la accionante para ampliar los hechos que originan su petición.
La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV- en comunicación de fecha 26 de octubre de 2018, confirmó la condición de desplazada que ostenta la actora, su inclusión en el Registro Único de Víctimas y la Ruta General que debe seguir para obtener la indemnización administrativa, debido a que no cumple con ninguno de los criterios de priorización; además señaló la entidad que la Resolución No 01958 de 6 de junio de 2018, por medio de la cual se estableció el acceso a la medida individual de indemnización administrativa, se encuentra en el proceso de implementación, el cual tiene una duración de seis meses, término que venció el 7 de los corrientes, por lo tanto, a partir de esa fecha está la accionante habilitada para iniciar el trámite correspondiente.
En diligencia realizada el día 29 de octubre de 2018, la demandante informó que lo que buscan en este proceso es la el reconocimiento y pago de la indemnización administrativa; que su grupo familiar lo conforman sus dos hijos, el esposo de su hija y una nieta que gozan de buena salud; que es pensionada y que no tiene personas a cargo –fl 26 y vto-.
Mediante providencia de fecha 1º de noviembre del año 2018 el juzgado de conocimiento negó la protección reclamada al verificar que la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV- ha hecho el debido acompañamiento al núcleo familiar de la actora, brindado ayuda económica y la información necesaria para acceder a la indemnización por la vía administrativa, respecto a la cual debe agotar la ruta general, dado que no existe mérito para su priorización, pues la misma reclamante brindó datos fundamentales para concluir que las condiciones de subsistencia mínimas se encuentran satisfechas.
Inconforme con lo la decisión la accionante la impugnó insistiendo en la falta de recursos para proveer lo necesario a su grupo familiar del cual es cabeza y en la dificultad que representa acceder a la indemnización administrativa cuando en el hogar no aplican los criterios de priorización establecidos por la entidad accionada.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente lo problema jurídico:

¿Debe ordenarse a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas el pago de la indemnización administrativa que reclama la accionante?
Para resolver el interrogante planteado es necesario tener en cuenta las siguientes consideraciones.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio mientras la justicia decide.

No obstante, el carácter residual de éste mecanismo de protección especial, de siempre ha reconocido la Corte Constitucional la situación de extrema vulnerabilidad y desprotección que afrontan las personas que han sufrido desplazamiento forzado como consecuencia del conflicto armado, razón por la cual ha reconocido en ellas la condición de sujetos de especial protección y en virtud de ello ha considerado procedente la acción de tutela para amparar los derechos de éste golpeado sector de la población
.
2. DEL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ADMINSITRATIVA COMO VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA.
La ley 1448 de 2011, por medio de la cual “se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones” prevé en el artículo 132 la competencia del Gobierno Nacional para reglamentar “el trámite, procedimiento, mecanismos, montos y demás lineamientos para otorgar la indemnización individual por la vía administrativa a las víctimas”

En cumplimiento de dicha carga, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, expidió la Resolución No 1958 de 2018, en la cual se estableció el procedimiento para solicitar la indemnización administrativa señalando los criterios de priorización, los cuales condensó en el artículo 8º así: 
“ART. 8º—Situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad para la priorización de la indemnización administrativa. Para los efectos de esta resolución, se entenderá que existe situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad, en cualquiera de los siguientes eventos:

1. Edad. La situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad asociada a este criterio, se presenta cuando, para la fecha de la formulación de la solicitud de indemnización administrativa, la víctima incluida en el registro único de víctimas (RUV), tenga edad igual o superior a los setenta y cuatro (74) años.
2. Enfermedad. Se entenderá que hay situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad por este criterio cuando, para la fecha de la formulación de la solicitud de indemnización administrativa, se acredite tener enfermedad(es) huérfanas, de tipo ruinoso, catastrófico, o de alto costo, de que tratan las resoluciones 2565 de 2007, 3974 de 2009 y 430 de 2013, o cualquier otra enfermedad que produzca una dificultad en el desempeño igual o superior al 40%, conforme al certificado de discapacidad emitido por la entidad promotora de salud (EPS), a la que se encuentre afiliada, de acuerdo con lo previsto en el numeral 3.1 del artículo 3º e inciso 2º del artículo 4º de la Resolución 583 de 2018, expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, o la norma que la modifique o sustituya.
3. Discapacidad. Se entenderá que hay situación de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad por este criterio, cuando una víctima acredite tener discapacidad y su dificultad en el desempeño sea igual o superior al 40%, conforme al certificado de discapacidad emitido por la entidad promotora de salud (EPS), a la que se encuentre afiliada, de acuerdo con la Resolución 583 de 2018 expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, o la norma que la modifique, sustituya o adicione”.
En sentencia T-386 de 2018 la Corte Constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela para solicitar el reconocimiento y pago de la indemnización administrativa las víctimas del conflicto armado, preciso que:
“En la medida en que la indemnización corresponde a una pretensión de carácter económico, que es reconocida una sola vez y que, en principio, no se encuentra ligada a la satisfacción de necesidades básicas, por regla general, su reconocimiento y pago no impacta en la realización de garantías de naturaleza fundamental, más allá de las discusiones que pueden llegar a presentarse, por ejemplo, por la falta de respuesta a una solicitud dirigida a obtener su otorgamiento, cuando de por medio se encuentra la protección del derecho de petición; o por la omisión en el cumplimiento de los requisitos previstos para su entrega, en términos de satisfacción del derecho al debido proceso.
No obstante, este Tribunal ha expuesto que las condiciones especiales de vulnerabilidad de las víctimas del conflicto armado pueden ocasionar que, en ciertos casos, la demora en el pago de la indemnización administrativa conlleve la afectación de derechos fundamentales, como la dignidad humana y el mínimo vital, cuya protección pueda darse a través de la acción de amparo. Para determinar lo anterior, el juez constitucional deberá tener en cuenta las condiciones específicas del accionante, dilucidar su estado de vulnerabilidad y determinar si efectivamente el pago reclamado impacta en la realización de los citados derechos. 

De esta manera, por ejemplo, al estudiar la procedencia de la acción de amparo en los casos de personas víctimas del conflicto armado, este Tribunal ha señalado que uno de los elementos a tener en cuenta es el estudio de priorización que la propia UARIV realizó para determinar el momento de pagar la indemnización administrativa. Precisamente, en la Sentencia T-028 de 2018
, la Corte señaló que:

“(…) la respuesta a las preguntas ‘cuándo y cuánto’ ha de pagarse la indemnización, depende del ‘resultado de la medición del goce de la garantía a la subsistencia mínima’ y de un proceso de ‘identificación de carencias’. Ya que, como se enfatizará párrafos abajo, la asignación que la propia entidad hizo de un monto y de una fecha de pago a la peticionaria fue, como apuntó la demandada, el resultado de un estudio de priorización en donde estas variables ya fueron tenidas en cuenta, puede concluirse que el no disfrute de la reparación monetaria conlleva, por consiguiente, un riesgo latente para la subsistencia mínima de la [accionante] y de su familia, y fue precisamente por ello que la Unidad decidió esa fecha de pago”. (Énfasis por fuera del texto original).
En síntesis, es claro que pese a la naturaleza predominante económica que tiene la indemnización administrativa, pueden existir condiciones particulares que permitan demostrar su conexidad con los derechos a la dignidad humana y al mínimo vital, cuando su falta de reconocimiento o de pago impacta en las condiciones de subsistencia de una persona, la cual, probablemente, se hallará sin trabajo, con escasos recursos y/o en una condición específica que le impida acceder a una fuente de ingresos, siendo el propio estudio de priorización que realiza la UARIV, uno de los elementos que pueden ser tenidos en cuenta para arribar a dicha conclusión”.

3. CASO CONCRETO

Como puede observarse, la ausencia de reconocimiento y pago de la indemnización administrativa, en principio no se encuentra relacionada con la vulneración de garantías de orden constitucionales; no obstante, en casos específicos, la falta de definición por parte de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV-, puede afectar derechos fundamentales como la dignidad humana y al mínimo vital, sino se evidencia la satisfacción de carencias mínimas del hogar reclamante.

Ahora una de las herramientas diseñadas para determinar el grado de vulnerabilidad de la población desplazada y la superación de las condiciones que dieron lugar a la atención inicial por parte de la entidad, es la valoración, bajo el criterio de “identificación de carencias”, del núcleo familiar debidamente registrado.  Este proceso fue adelantado por la Unidad en el año 2016, obteniendo como resultado que un miembro del grupo familiar de la señora Maturana Hinestroza se encuentra afiliado al régimen contributivo, con lo cual se infiere la generación de ingresos por parte del cotizante, razón suficiente para proceder con la suspensión definitiva del componente de la atención humanitaria, como en efecto lo hizo a través de la Resolución No 0600120160137208 de 2016 –fl 3 a 5-.
A esa valoración inicial realizada por la UARIV, debe sumarse el hecho de que el siniestro ocurrió hace más de 17 años -2001-, lo que permite suponer que en la actualidad ningún menor de esa edad se encuentra en el grupo víctima de desplazamiento, además, se tiene que, luego de consultar el SISPRO, se observa que la señora María Auxilia Maturana Hinestroza percibe la pensión de sobrevivientes  desde el 1º de enero de 2012 –fl 5-, hecho que confirmó al ampliar el fundamento fáctico de su demanda ante el juzgado de conocimiento, diligencia en la que también confesó no tener personas a cargo, haber recibido el componente de ayuda humanitaria en tres oportunidades por valor de $2.930.000 aproximadamente y el buen estado de salud del que goza su grupo familiar. 
De acuerdo con lo expuesto, así como con lo informado al juzgado, se tiene que no existe mérito alguno para ordenar por esta vía el reconocimiento y pago de la indemnización administrativa reclamada por la señora María Auxiliar Maturana Hinestroza, no sólo porque es evidente que las condiciones de extrema vulnerabilidad han sido superadas, sino también porque no reúne ninguna de las condiciones para priorizar su solicitud de acuerdo con los criterios establecidos en el artículo 8º de la Resolución No 01958 de 2018, pues en la actualidad cuenta con 60 años edad y, a pesar de que afirma que tiene problemas de salud, respecto a los cuales no aportó prueba alguna, no registra una pérdida de capacidad laboral superior al 40%.   
En ese sentido entonces, corresponde a la accionante iniciar el trámite comunicado por la UARIV mediante escrito de fecha 25 de octubre de 2018 –fl 17 a 23- para lograr, por la ruta general, el reconocimiento y pago de la indemnización administrativa que reclama.
Así las cosas, como quiera que en momento alguno la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas ha puesto en riesgo los derechos fundamentales de la señora Maturana Hinestroza, la decisión impugnada será confirmada en su integridad.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Labora No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, el día 1º de noviembre de 2018.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
� Sentencia T-407-2017 


� M.P. Carlos Bernal Pulido.
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